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Sobre la colección


 Esta colección se gestó pensando en acercar el mundo jurídico a cualquier persona. Es decir, tanto al ciudadano común, que no ha estudiado Derecho, como al profesional del Derecho no especialista en la materia. Por supuesto está dirigido también a todos los estudiantes y a cuantos profesionales que a pesar de no pertenecer al mundo del Derecho precisen tener conocimientos específicos sobre una materia.

Existen muchos libros en el mercado escritos por especialistas para especialistas. Los libros de esta colección están escritos por especialistas, pero van dirigidos a todos.

La primera barrera que tiene un libro de Derecho es su lenguaje. Por eso los libros de esta colección utilizan un lenguaje claro, sencillo y directo.

La segunda barrera que tiene un libro de Derecho es su exhaustividad. Por eso los libros de esta colección se desarrollan en tres planos distintos: en el primero se incluye todo lo que sea verdaderamente imprescindible para poder saber del tema. Es lo que puede leerse de un tirón; en el segundo se desarrolla más la idea, con datos que complementan lo básico y suponen a veces la excepción de la regla general; en el tercero, se incluye jurisprudencia y opiniones doctrinales, lo que implica profundizar sobre la materia. El lector elige en qué plano va a quedarse.

La tercera barrera que tiene un libro de Derecho es su planteamiento doctrinal. Por eso los libros de esta colección se enfocan desde el punto de vista del que se enfrenta con el problema. Se utilizan preguntas, ejemplos y advertencias. Con ello se define el problema y se da respuesta puntual al mismo, sin necesidad de aprender la construcción teórica completa. No hay que sabérselo todo para poder tener respuesta a las cuestiones más trascendentes sobre cada materia.

En definitiva, los libros de esta colección son una forma fácil y amena de tener conocimientos de Derecho.

Los libros tienen sus contenidos diferenciados:

«LO IMPRESCINDIBLE», que es todo lo escrito en tamaño normal, apto para leer en cualquier circunstancia. Es lo que no te puedes perder, porque es la base y lo esencial del tema. No tiene una señalización especial.

[image: ] «PARA NOTA», que es todo lo escrito en letra más pequeña y con una mayor sangría. Indicado para todos aquellos a los que les ha sabido a poco lo imprescindible y quieren saber más.

[image: ] «PARA PROFUNDIZAR». Aquí se complementa la información con jurisprudencia, artículos o libros para los que verdaderamente quieran zambullirse en el tema.

Además, los libros pueden contener otros apartados, señalizados convenientemente:

[image: ] «EJEMPLOS». Sabemos que a veces un ejemplo es más clarificador que un capítulo completo. No nos duelen prendas en usarlos.

[image: ] «CONSEJOS Y ADVERTENCIAS». Para evitar caer en trampas. Son avisos para navegantes, sacados de la experiencia diaria.

[image: ] «LAS PREGUNTAS QUE TODOS NOS HACEMOS» y que a veces no sabemos formular, con la respuesta a mano, para no tener que andar buscándola.







Capítulo 1 Introducción


 La vida en una comunidad de vecinos da «tanto juego» que ha inspirado películas, libros, tebeos e incluso alguna exitosa serie de televisión. Y es que no es para menos: un montón de desconocidos que por comprarse un piso en el mismo edificio se ven obligados a asistir a reuniones en las que se deciden temas, muchas veces, muy complejos y que van a compartir espacios comunes y van a tener que soportar ruidos, conductas ajenas, etc. Está claro que esa convivencia no va a ser fácil y que los conflictos van a estar al orden del día.

Estos conflictos surgen por diversos motivos:


	
1.  Las propias características de esta comunidad. Estamos ante una comunidad en la que cada vecino es propietario de su vivienda y, al mismo tiempo, comparte elementos que son comunes para todos los copropietarios. Rápidamente nos vendrán a la mente preguntas como las siguientes: ¿existen límites a mi derecho de propiedad y, por tanto, puede la comunidad impedirme que yo haga determinadas obras en mi casa o prohibir la actividad que yo quiera ejercer en ella? Imaginemos supuestos tan frecuentes como instalaciones de aire acondicionado o destinar mi vivienda a una actividad profesional. O bien, cuestiones relativas a esos elementos comunes, algunas muy frecuentes, como ¿quién decide cómo arreglar esos elementos comunes? Es decir, los siempre conflictivos temas de instalaciones de ascensores o arreglos de cubiertas o fachadas, que habrá que solventar entre todos los copropietarios.

	
2.  Las dificultades propias de toda convivencia. Y así, es evidente que en una comunidad de vecinos no todos tenemos los mismos intereses. Por ejemplo, arreglar o cambiar un ascensor no es igual de urgente o grave para el vecino de los bajos que para el vecino del ático. O arreglar la gotera de la cubierta para el vecino de la última planta que para el del segundo piso. Y qué decir de la economía de cada uno y lo gravoso que puede ser para algún vecino contribuir económicamente a esos gastos que muchas veces son imprevisibles. Y no sólo tema de gastos, sino también las complicadas relaciones de vecindad. Cuántas veces nos hemos planteado hasta donde tengo que aguantar a vecinos ruidosos, dónde está el límite de tolerancia. Y sobre todo, qué puedo hacer si creo que mis vecinos superan esos límites.

	
3.  Una tercera causa viene motivada por las propias características de la comunidad de propietarios, que están integradas por personas que no siempre tienen conocimientos sobre las leyes aplicables y que, sin embargo, van a ocupar cargos de gobierno en la comunidad. Así cualquiera de los vecinos, con independencia de su formación, pasará a ejercer dichos cargos en algún período y como tal deberá realizar las funciones que corresponden al mismo. Y es cierto que no todas las comunidades acuden a empresas profesionales para que les ayuden en la gestión de la comunidad por lo que serán los propios vecinos los que deberán tomar decisiones que en ocasiones no son sencillas.

	
4.  Un último motivo, vendrá determinado por los cambios de la propia realidad social. Me refiero a las nuevas situaciones que surgen y que no están directamente previstas o en un primer momento no sabremos cómo encauzar. Por ejemplo, quién iba a pensar hace unos años que un piso en nuestro edificio podría pasar a ser un apartamento turístico ocupado por personas desconocidas que, sin embargo, pasan a tener llaves de la portería o de elementos comunes a nuestra finca.



Pues bien, este libro va a tratar de solucionar todas las dudas y todos los problemas que en esa convivencia se nos pueden plantear. Y todo ello con un claro objetivo: saber cómo funciona una comunidad y qué puedo hacer ante esas dudas y problemas, para así hacer nuestra vida un poquito más fácil.







Capítulo 2 ¿Qué es una comunidad de vecinos? ¿sólo existen comunidades en los edificios divididos por pisos?


 Cuando hablamos de propiedad horizontal o de comunidades de propietarios lo primero en lo que pensamos es en un edificio compuesto por pisos que pertenecen a diversos propietarios. Nos encontramos así con el hecho de que somos propietarios de su piso y por ello tenemos unos derechos sobre éste, pero también tenemos unas limitaciones por el hecho de vivir en una comunidad.

Pues bien, este supuesto del edificio dividido en pisos es el más frecuente pero no es el único.

Vamos a ver otros ejemplos de comunidades, no tan frecuentes, pero a las que también se aplicará lo que vamos a ir viendo en este libro:


	
—  Edificios que están dividido en despachos, locales, lofts, apartamentos, trasteros o garajes y al igual que en el supuesto de los pisos los propietarios comparten elementos comunes. Este supuesto no es nada infrecuente en ciudades grandes en las que incluso encontramos edificios mixtos de despachos y viviendas tipo lofts o estudios.

	
—  Viviendas pareadas o adosadas y que comparten elementos comunes como pueden ser zonas de juegos, zona de aparcamiento, etc. También se les llama «propiedad tumbada» ya que en lugar de un edificio hay calles pero están en una parcela única.

	
—  Urbanizaciones en las que hay varios bloques sobre una misma parcela pero con distintos portales de acceso, uno para cada bloque o escalera y disponen de zonas comunes. Aquí es frecuente que se constituyan varias comunidades, una para los elementos comunes y otra para cada bloque y así la organización de esa «macro comunidad», es mucho más sencilla y ágil.

	
—  Centros comerciales. Es posible que un edificio compuesto de locales comerciales puedan constituirse como una propiedad horizontal si pertenecen a diversos propietarios y así de este modo pueden gestionar los elementos comunes.



Por tanto, vemos que son muchos los supuestos en lo que existe una comunidad de personas que son a la vez propietarios de su finca y al mismo tiempo comparten elementos comunes con otros copropietarios. A todos estos supuestos les va a ser aplicables todo lo que vamos a ir exponiendo a lo largo de los siguientes capítulos.







Capítulo 3 ¿Cómo se organiza la comunidad de vecinos?


 En una comunidad de propietarios, como en toda comunidad compuesta por varias personas, será necesario para una adecuada organización establecer unos órganos de gobierno. Evidentemente, si alguien no está «al mando», va a ser imposible organizar a todos esos vecinos.

Para ello la ley establece que los órganos que van a «gobernar» esa comunidad son los siguientes:


	
1.  La Junta de propietarios.

	
2.  El presidente.

	
3.  El secretario.

	
4.  El administrador.



Y se prevé que en los estatutos, o por acuerdo de la junta, se establezcan otros cargos distintos. Los ejemplos más frecuentes serán el cargo de vicepresidente, tesorero o de vocales. Y también pueden crearse comisiones cuyo objeto puede ser la supervisión de unas obras a realizar en la comunidad y teniendo en cuenta que deberán actuar como delegados de la junta de propietarios.

Pues bien, vamos ahora a examinar de modo detallado cada uno de estos órganos de gobierno, dedicando un capítulo específico a la junta de propietarios. Y debemos recordar que es importante conocer las funciones que tienen cada uno de ellos, porque no debemos olvidar que nosotros como propietarios formaremos parte de modo obligatorio de la junta de propietarios y, en algún momento, nos corresponderá ejercer funciones de presidente o de administrador o de secretario.

[image: ] La ley prevé un supuesto especial de funcionamiento (art. 13.8 LPH) para aquellas comunidades en las que el número de propietarios no exceda de cuatro. En tal caso, pueden acogerse al régimen de comunidad ordinaria previsto en el artículo 398 CC. Esto supone que todos los vecinos tienen la misma capacidad y las mismas facultades y, por ello, no necesitan el nombramiento de órganos.


1.  El presidente

El presidente es quien representa a la comunidad y es el órgano unipersonal más importante. Así la ley establece: «que el presidente ostenta la representación de la comunidad, en juicio y fuera de él, en todos los asuntos que la afecten».

Son muchas las cuestiones que se nos plantean sobre este cargo y vamos a ir dando respuesta detallada a las más frecuentes.

— ¿Quién puede ser presidente?

Sólo puede ser presidente quien sea propietario de uno de los pisos o locales de la comunidad. Por lo tanto, si soy inquilino de un piso no puedo ser presidente, aunque quiera yo o quieran todos los vecinos. Y si se adopta ese acuerdo de nombrarme el acuerdo sería nulo.


[image: ] Se ha planteado la cuestión de si puede serlo el nudo propietario. La jurisprudencia ha dado una respuesta afirmativa a esta cuestión y ha negado la posibilidad de serlo al usufructuario al entender que el artículo13 de la LPH, sólo se refiere al propietario y el usufructuario no lo es.

Y sobre la duda de si debe tratarse de un propietario inscrito en el Registro de la Propiedad, la SAP de Cáceres, sección 1ª, número 327/2000, de 27 de diciembre, abordó la cuestión entendiendo que no era preceptiva tal inscripción y por ello la titular de la finca podía ostentar el cargo de presidenta.

También se plantea la cuestión de si puede ser presidente una persona jurídica. Pensemos en el supuesto de un centro comercial en el que los locales pertenecen a diversas sociedades. La respuesta debe ser afirmativa y el nombramiento será a favor de la persona jurídica. Y esta podrá actuar a través de quien tenga poderes de representación, haciéndose constar así en las actas.



[image: ] Sobre la nulidad del nombramiento de presidente no propietario, citar la STS 173/2017, de 27 de enero, en la que taxativamente se establece la nulidad de un acuerdo en este sentido sin posibilidad de convalidación al ser un acto radicalmente nulo, así indica: «la jurisprudencia de esta Sala ha declarado la nulidad de pleno derecho del nombramiento como presidente de la comunidad de propietarios de quien no es propietario. Y añade esta sentencia que no se trata evidentemente de nombramiento susceptible de subsanación y convalidación desde el momento en que la norma es exigente en cuanto a reunir la condición de copropietario en el momento de elección para presidente y al tratarse de acto radicalmente nulo, no sometido a plazo de caducidad alguno, es decir, al previsto en el art. 16.4º, de treinta días, que juega para los acuerdos anulables "...."».


— ¿Cómo se escoge al presidente?

La ley establece que el presidente será nombrado mediante elección o, subsidiariamente, mediante turno rotatorio o por sorteo. Por tanto, el sistema preferente, será el de elección y en su defecto el rotatorio o el sorteo.

[image: ] Es habitual que en las comunidades se acuda al sistema de rotación. Es decir, el primer año empezar por el 1º 1ª, el siguiente el 1º 2ª y así sucesivamente. Este sistema tiene la ventaja de permitir saber con antelación quién va a ejercer el cargo. También se acudirá a este sistema cuando no se pueda nombrar presidente por el sistema de elección.


Se plantea la duda de si se puede pasar del sistema de rotación al sistema de elección. La respuesta debe ser afirmativa y así resulta de la ley, que establece como prioritario el de elección. De este modo se pueden solucionar los problemas que plantean cuando por el sistema de rotación le corresponda el cargo a una persona no puede ejercer las funciones de Presidente (por ejemplo, por estar enfermo).

También es posible que se establezcan por los estatutos otros sistemas para el nombramiento, si bien, lo que no se permite es que sean sistemas que sean contrarios a derechos fundamentales, por ejemplo, estableciendo discriminaciones.

— ¿Puede ser presidente varios años seguidos la misma persona?

No hay ningún inconveniente. Ya hemos visto que el sistema prioritario es el de elección y ello permite la renovación del cargo.

— ¿Qué mayoría se necesita para el nombramiento?

Vamos a distinguir según se trate de la primera convocatoria en la que se requiere el voto favorable de la mayoría de los propietarios, que, a su vez, representen la mayoría de las cuotas de participación.

Si bien, en segunda convocatoria se requiere la mayoría de los asistentes, siempre que ésta represente, a su vez, más de la mitad del valor de las cuotas de los presentes.

[image: ] Me han nombrado presidente y no estoy conforme con el nombramiento. ¿Qué puedo hacer? La ley establece que el cargo de presidente es un cargo obligatorio y, por tanto, si me han nombrado tengo que aceptar ese cargo.

Ahora bien, si no estoy de acuerdo con ese nombramiento, la ley establece que en el plazo del mes siguiente al «acceso al cargo» puedo acudir al juez exponiendo las razones de disconformidad al nombramiento. Con carácter general, podemos afirmar que el juez admitirá la oposición al nombramiento si se justifican hechos que impidan ejercer dicho cargo.

Por ejemplo, se puede estimar como causa justificada residir en una ciudad distinta y situada a gran distancia de la vivienda, como ocurre en los supuestos de segundas residencias. O también, el supuesto de que el nombrado sea una persona con una enfermedad grave.

En tal caso, si la resolución judicial estima justificada la alegación en la misma resolución nombrará al propietario que le sustituirá. Eso sí, este nombramiento sólo durará hasta que se proceda a una nueva designación en el plazo que se determine en la resolución judicial.

En caso de que no se admitan sus alegaciones la persona nombrada deberá seguir en el cargo. Y debiendo tener en cuenta que mientras no se dicte la resolución judicial debe seguir ejerciendo el cargo para el que ha sido nombrado.

A este procedimiento deberán ser citados los propietarios que se oponen a la excusa y se resolverá tras una comparecencia cuyo objeto será escuchar a todas las partes.


[image: ] Para que sea más fácil vamos a explicar paso a paso qué hacer en el caso de que me nombren para el cargo de presidente y yo crea que tengo causa justificada para oponerme:

Si la junta insiste en el nombramiento, tengo el plazo de un mes para acudir al juzgado y oponerme. Tendré que justificar ante el juez el motivo que tengo. Por ejemplo, certificado de empadronamiento si vivo lejos o los informes médicos si estoy enfermo.

La demanda se dirige contra los propietarios que se oponen a mi excusa.

El juez citará a todos a una comparecencia y escuchará a todas las partes.

El juez resuelve y hay dos posibilidades:


	
a)  Si me da la razón nombrará a otro propietario y yo quedo liberado del cargo.

	
b)  Si no me da la razón deberé ser el presidente durante ese año.





Mientras se tramita este procedimiento debo seguir con el cargo y sólo podré dejarlo cuando la resolución judicial así lo diga.

[image: ] Se plantea la duda del cómputo del plazo para solicitar el relevo en el caso de un propietario que no acudió a la junta en la que fue nombrado. En este caso la doctrina mayoritaria viene entendiendo que el plazo deberá computarse desde la notificación del acta.


A este mismo procedimiento deberemos acudir en caso de que no haya acuerdo en el nombramiento. Este supuesto se dará cuando no se obtengan las mayorías necesarias para el nombramiento del presidente.

— Me han nombrado presidente, ¿Cuánto tiempo dura el cargo?

Salvo que se prevea otra cosa en los estatutos, el nombramiento dura un año. Por tanto, si no hay estatutos o, éstos no tienen una previsión diferente, la duración del cargo será un año.


[image: ] Se plantea la duda de qué ocurre si no se convocase a tiempo la junta en la que debe decidirse sobre la renovación de los cargos. La SAP de Madrid de 3 de abril de 1995 trata el tema y concluye que «…el presidente y los demás representantes de la comunidad no cesan automáticamente por el transcurso del tiempo, debiendo hacerlo cuando son nombrados los que han de sucederles, pero mientras tanto ostentan la capacidad de representación y gestión propia de su cargo sin producir vacíos de poder ni en la marcha general de la comunidad ni en las juntas que se celebren…».

En cuanto a la posibilidad de un plazo superior la jurisprudencia viene recordando que esta posibilidad sólo cabe si así se ha pactado en los estatutos. La SAP de Guadalajara de 25 de noviembre de 2008 declaró contrario a la ley un acuerdo en el que se pretendía fijar en tres años el mandato de presidente y el de administrador y ello atendiendo a que en la comunidad no había estatutos y, por tanto, debía estarse al plazo establecido en la ley.



— La persona a la que hemos nombrado Presidente no hace bien sus funciones o no las hace ¿Puede la Junta cesar a un Presidente?

La respuesta es afirmativa. La ley prevé que puedan ser removidos de su cargo antes de la expiración del mandato y exigiendo para ello la convocatoria de una junta extraordinaria convocada a tal efecto y el acuerdo de la mayoría.

Se plantea la duda de en qué casos puede ser removido el presidente de su cargo. La ley no establece una lista de motivos tasados que permitan la remoción. Por ello, podemos indicar que los motivos pueden ser variados. Pudiendo citar como más frecuentes, la pérdida de confianza por parte de la mayoría de los vecinos o la venta o transmisión de la vivienda.

[image: ] La cuestión de si es necesaria la concurrencia de culpa, dolo o justificación de una causa objetiva en su actuación para poder removerlo del cargo, fue planteada y estudiada de un modo detallado en la SAP de Madrid de 25 de febrero de 1999. La citada sentencia desestimó una demanda dirigida contra un acuerdo de una comunidad de propietarios en el que se decidió la remoción del presidente. En la Sentencia se hace hincapié al principio de confianza que caracteriza al mandato (art. 1714 del CC) y concluye la posibilidad de remoción por pérdida de confianza.


[image: ] Me han nombrado Presidente ¿Qué tengo que hacer? Vamos a enumerar las funciones más importantes a desarrollar por el presidente, para luego, hacer un estudio detallado de las más importantes.

1) La principal función a realizar por el presidente es la de representación de la comunidad.

Ejemplos de representación: el presidente representa a la comunidad tanto en juicio como fuera de él. Pero debemos tener en cuenta que, en casi todos los supuestos, necesita el acuerdo de la junta de propietarios. Es decir, el presidente es un órgano representativo no de decisión ya que las decisiones sobre la comunidad se deben adoptar, en la mayoría de los casos, por la junta de propietarios.

Vamos ahora a distinguir dos casos en estas funciones de representación:

— Representación del presidente en un juicio. El presidente representa a la comunidad en los juicios que ésta pueda interponer o donde sea demandada la comunidad. Pensemos, por ejemplo, si la comunidad tiene que demandar a la promotora por defectos en la obra. En el juicio que se inicie por ese tema la comunidad estará representada por el presidente. Evidentemente ello permite evitar las dificultades que supondría tener que demandar y acudir a juicio todos los propietarios.

La primera duda que se nos puede plantear es si necesita el acuerdo previo de la junta para interponer una demanda. Pues bien, debemos afirmar que sí que necesita un acuerdo previo de la junta para interponer una demanda en nombre de la comunidad.


[image: ] Esta cuestión ha sido resuelta en este sentido por la jurisprudencia más reciente, cambiando la orientación seguida hace unos años que resolvía en sentido contrario. Así la STS de 10 de octubre de 2011, número de recurso 1281/2008 resolvió al respecto: «En lo que aquí interesa supone que el presidente, si bien representa a la Comunidad, ello ha de tener por base la ejecución de acuerdos de la junta sobre asuntos de interés general para aquélla. La representación de la comunidad en juicio y fuera de él del presidente no tiene un contenido "en blanco", de tal forma que esa representación sirva para legitimarse en cualquiera de sus actuaciones. Es la junta de propietarios la que acuerde lo conveniente a sus intereses y el presidente ejecuta; su voluntad no suple, corrige o anula la de la junta (STS 20 de octubre 2004). No se trata, por tanto, de poner duda que la representación de la comunidad de propietarios le corresponde al presidente, que es el único legitimado legalmente para representar judicialmente a la comunidad. Se trata de impedir que su voluntad personal sea la que deba vincular a la comunidad, lo que se consigue sometiendo al conocimiento de la junta de propietarios la cuestión que se somete a la decisión judicial, habida cuenta el carácter necesario de las normas que rigen la propiedad horizontal, que impide dejarlas al arbitrio y consideración exclusiva del presidente.»

También se plantea la cuestión de si esta misma exigencia rige cuando la comunidad es la demandada. La jurisprudencia citada se refiere el ejercicio de acciones y no al supuesto de ser la demandada la comunidad. La doctrina mayoritaria viene entendiendo que en este caso no es requisito necesario el acuerdo previo de la comunidad. En tal sentido la sentencia del Tribunal Supremo de 15 de enero de 2.016 ha venido a moderar esa exigencia en el sentido de que no es necesario un acuerdo expreso de actuar sino que es suficiente con la autorización general reconocida en una junta precedente. Siempre que ha exigido esa autorización previa de la junta de propietarios lo ha sido para formular demanda y no para contestar.




[image: ] Una duda frecuente que se plantea en los juzgados es si el poder dado por un presidente a favor de un procurador, para representar a la comunidad, sigue siendo válido si durante el juicio hay un cambio de presidente.

La respuesta es positiva. Es reiterada la jurisprudencia que admite la validez de ese poder, aunque después durante la tramitación del juicio, haya un cambio en la persona del presidente (recordemos que el cargo de presidente suele durar sólo un año y los procedimientos judiciales no siempre se resuelven en ese plazo de tiempo).



— Representa a la comunidad también fuera de juicio, es decir, en las relaciones que la comunidad pueda tener con terceros. Por ejemplo, en relaciones con las administraciones, suministradoras, empresas que contraten servicios con la comunidad. Aquí podemos afirmar que lo que firme el presidente obligará a la comunidad y la comunidad quedará vinculada con esos terceros. Otra cosa es si el presidente no ha actuado defendiendo los intereses de la comunidad o ha actuado en contra de lo acordado por la comunidad, en cuyo caso podrá exigirse responsabilidades.

2) Convocar y presidir las juntas.

En cuanto a la convocatoria de las juntas debe destacarse que debe convocar la junta ordinaria, por lo menos una vez al año, según exige la ley.

También puede convocar las juntas extraordinarias que considere necesarias para el interés de la comunidad y para ello dará las instrucciones necesarias al secretario de la junta. En este caso, si bien, es el presidente quien debe convocar estas juntas, también está previsto que en caso de no hacerlo, pueden convocar una cuarta parte de los vecinos o los que representen al menos el 25 % de las cuotas de participación.

3) Firmar las actas de las Juntas de la Comunidad, junto con el secretario.

4) Actuar como secretario y administrador, salvo que por acuerdo mayoritario de la Junta de Propietarios se acuerde que dichos cargos los ejercerán personas diferentes, o cuando así lo prevean los estatutos. Así en comunidades de pocos vecinos lo habitual será que el presidente ostente también el cargo de secretario y administrador y, lo contrario, en comunidades más grandes.

5) Requerir a los propietarios y ocupantes que realicen actividades prohibidas en los estatutos, que sean dañosas para la finca o que resulten molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas, el inmediato cese de las mismas. En este caso, como ya vimos, el presidente puede hacer el requerimiento por propia iniciativa o porque cualquier propietario se lo solicite y bajo apercibimiento de iniciar las actuaciones judiciales que correspondan si el propietario u ocupante no atiende al requerimiento.

[image: ] Me han nombrado Presidente, ¿tengo algún tipo de responsabilidad por lo que haga como tal? El presidente es responsable de los actos que realice en el desempeño de sus funciones. Por lo tanto, cómo nuestras decisiones pueden afectar a todos los vecinos somos responsables de lo que no hagamos bien. Los supuestos más frecuentes serán los de extralimitación de sus funciones, es decir, cuando actúa sin un acuerdo previo de la Junta, o cuando, existiendo un acuerdo, lo incumple totalmente o en parte.

— ¿Cómo me pueden exigir responsabilidades?

Para exigir responsabilidades debe convocarse una junta extraordinaria en la que el orden del día, sea precisamente, esa exigencia de responsabilidad y el inicio de acciones legales. Si la junta no adopta ese acuerdo, también, cabe la posibilidad de que los propietarios que lo estimase necesario, interponga una demanda contra el presidente.

Evidentemente también cabría exigir responsabilidades penales si se estima que ha incurrido en un delito (por ejemplo, delito de falsedad documental, estafa, apropiación de fondos,...).


[image: ] Reiterada doctrina jurisprudencial ha establecido la responsabilidad del presidente por los actos dolosos o culposos realizados en el desempeño de sus funciones y que ocasionen daños a la comunidad, los propietarios singulares o a terceros. Así la STS de 27 de noviembre de 1986 establece: «la representación del presidente no actúa en virtud de un procura de carácter general sino que interviene como auténtico órgano del ente comunitario, al que personifica en las relaciones externas del mismo, sustituyéndolo, viniendo a ser un puro instrumento físico a través del cual actúa la comunidad, sin perjuicio de la relación interna entre el presidente y la junta de propietarios, ante la que deberá responder en el caso de que lo que hubiere llevado a cabo no se hubiera ajustado, a lo acordado o a las normas generales o particulares contenidas en los estatutos de la comunidad».

La responsabilidad civil se enmarcará en los artículos 1101 a 1104 y 1902 CC.



Los casos más frecuentes que han llegado a los tribunales y en los que se ha declarado la responsabilidad del presidente han sido los siguientes:


	
—  Emitir cheques no justificados a cargo de la comunidad.

	
—  Falta de justificación del destino de una cantidad de dinero cuyo destino eran unas obras comunitarias.

	
—  Concertar los servicios de un letrado, cuya contratación no había sido ratificada por la junta de propietarios.

	
—  Encargar la realización de obras sin causa urgente de necesidad, en contra del criterio de la comunidad y siendo que la junta no ratificó posteriormente su gestión.

	
—  Firmar contratos del que se derivan obligaciones para la comunidad no teniendo facultades para ellos y sin que la junta los ratificase posteriormente.

	
—  Concertar obras de mejora sin autorización de la junta y que no eran necesarias para la adecuada conservación de la comunidad.

	
—  No dar de baja seguros y concertar uno nuevo, obligando a la comunidad a pagar las dos primas.

	
—  Dejación de funciones: no convocar juntas, no abonar facturas, etc.




[image: ] Podemos encontrar más supuestos en las siguientes sentencias:

SAP de Segovia de 22 de noviembre de 1994, que determina la responsabilidad de un presidente por no comparecer a juicio siendo declarado en rebeldía.

La SAP de Alicante de 6 de abril de 2001 establece la responsabilidad de un presidente que dejó de ingresar los activos recibidos de otros copropietarios en la cuenta de la comunidad.

SAP de Madrid de 28 de diciembre de 2017 que recoge un supuesto de extralimitación en sus funciones al impedir a unos vecinos el uso de la piscina comunitaria sin que tuviesen deuda alguna con la comunidad.



Y como supuestos en los que se ha establecido que no tenían responsabilidad:


	
—  no lo será por los acuerdos adoptados por la junta,

	
—  ni por el estado de las cuentas que recibe del anterior presidente.




[image: ]Como supuestos que han llegado a los tribunales destacar:


	
•  SAP de Cádiz de 6 de octubre de 2003 y de Madrid de 24 de noviembre de 2006 que recogen supuestos de obras no acordadas en la junta pero consentidas tácitamente por los comuneros o que fueron acordadas por los propios comuneros.

	
•  La interesante SAP de Alicante de 17 de febrero de 2010 recoge un estudiado análisis sobre esta responsabilidad y se recomienda su lectura.





[image: ] ¿Puedo como presidente cobrar por los trabajos que haga? La ley no prevé ninguna retribución. Ahora bien, puede ser que la junta de propietarios apruebe una retribución. Incluso podría darse el caso que se acuerde por la junta exonerar en todo o en parte de su cuota durante el ejercicio de su cargo. Pensemos en una comunidad en la que el presidente ejerza además las funciones de administrador o una comunidad con una especial problemática y que requiera una especial dedicación (ejemplo, durante la realización de unas obras en la comunidad).

También sería factible que se le abonaran los gastos que se le ocasionen por el ejercicio de algunas gestiones o funciones. Pensemos en el coste que supone una mañana de gestiones en un ayuntamiento o cualquier otra tarea que suponga dedicación de tiempo por parte del presidente.

2.  El administrador

Las funciones de administrador pueden ser ejercidas por el presidente. Y sólo cuando los estatutos lo prevean o la junta lo acuerde, se podrá ejercer dicho cargo por personas distintas al presidente.

Los cargos de secretario y administrador pueden ser ejercidos por distintas personas o pueden acumularse ejercerse por la misma persona.

Por tanto las opciones serán:


	
A)  Presidente que hace funciones de administrador y secretario.

	
B)  Presidente y una persona que ejerce las funciones de administrador y de secretario.

	
C)  Presidente, administrador y secretario siendo tres personas distintas.



— ¿Quién puede ser administrador?

Puede ser administrador cualquier propietario, que puede ser o no el presidente según lo que hemos visto.

— Los administradores profesionales.

También puede ser administrador, una persona que no sea propietario. Ahora bien, la ley exige que sea una persona física con «cualificación profesional suficiente y legalmente reconocida para ejercer dichas funciones». En esta categoría podemos situar sin ninguna duda a los administradores de fincas.


[image: ] Muchas resoluciones se han dictado relativas a quien ostenta tal condición, estableciendo la mayoría de ellas la necesidad de dicha titulación concreta. Así la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 11 de diciembre de 1998, la de 13 de junio de 2006 de ese mismo tribunal o del TSJ de Andalucía de fecha 15 de enero de 1999.

Es interesante una sentencia, relativamente reciente, de la Audiencia Provincial de Cantabria, Secc. 2, recurso 241/2015, de 14 de abril de 2016 en la que reiterando la doctrina fijada en otra anterior de esa misma Audiencia analiza la titulación que estima suficiente para el ejercicio del cargo. Así se indica en la sentencia: «Se impugna también el nombramiento de administrador, con expresa alusión a nuestra sentencia del 6 de octubre de 2010 (ROJ: SAP S 1039/2010) con la que este caso presenta un evidente y acusado paralelismo.»

La cuestión es dudosa, pero puede resolverse teniendo en cuenta que las únicas normas existentes actualmente son las que regulan los Colegios de Administradores y, por tanto, el administrador de fincas colegiado cumple las exigencias para ejercer ese cargo. Ahora bien, como hemos dicho pueden encontrarse resoluciones en las que se considera que tienen cualificación suficiente otras titulaciones. En todo caso, la responsabilidad de la titulación necesaria corresponde al administrador y no a la comunidad. Sin perjuicio de que los vecinos puedan impugnar un acuerdo de nombramiento que recaiga en una persona que no tenga la cualificación suficiente.



También puede ser administrador una corporación u otras personas jurídicas. Pensemos, por ejemplo, en los edificios en régimen de multipropiedad (los famosos apartamentos vacacionales por turnos), en este caso será frecuente la contratación de sociedades dedicadas a la administración.


[image: ] La naturaleza del contrato que une al administrador con la comunidad ha sido ampliamente debatida, siendo dos las posturas existentes. La que lo califica como un arrendamiento de servicios o como un contrato de mandato.

La jurisprudencia lo viene calificando de mandato o de mandato sui géneris. La calificación tiene importancia al suponer ello la aplicación de las normas del CC sobre el mandato y, en especial, la confianza que caracteriza al mismo, por lo que la pérdida de confianza puede llevar a la revocación del nombramiento.



[image: ] Para profundizar sobre la naturaleza del cargo son interesantes las Sentencias de la AP de Málaga de 31 de marzo de 2006 o la de Madrid de 13 de julio de 2006.


— ¿Cómo se nombra al administrador?

Será nombrado por la junta de propietarios y se requiere un acuerdo mayoritario. No se admite que el nombramiento se haga por el presidente, excediendo ello de sus funciones. El nombramiento en caso contrario sería nulo.

[image: ] Mientras no esté constituida la comunidad de propietarios no podrá vincular a los propietarios el nombramiento que hubiera podido hacer el promotor de la vivienda, así resulta de lo establecido en el artículo 14 de la LPH, que atribuye la competencia exclusiva para su nombramiento a la junta.


— ¿Cuánto dura el cargo?

La duración de su cargo será de un año, al igual que veíamos para los cargos de presidente y vicepresidente.

— El administrador, ¿tiene derecho a retribución?

Si el cargo es ejercido por el presidente ya hemos visto que lo normal es que sea gratuito. Pero, evidentemente, si se ejerce por un profesional se presume que el cargo será retribuido.


[image: ] La comunidad está muy descontenta con sus servicios y no quiere esperar a que pase el año entero para el que ha sido nombrado ¿puede cesar al administrador antes de que acabe su nombramiento?



Sí, puede ser cesado en sus funciones si así lo acuerda la junta de propietarios, en una junta convocada a tales efectos y por acuerdo de la mayoría. Los supuestos más frecuentes de cese serán: pérdida de confianza por parte de los propietarios, errores en la contabilidad, apropiación de fondos, dejadez en sus funciones o incumplimiento de sus funciones como sería no hacer pagos que corresponden a la comunidad.

— En tal caso, ¿Puede pedir el administrador pedir una indemnización si se le cesa antes?

Si el cese se produce sin una causa justificada hay que entender que el administrador podría pedir una indemnización o bien que se cumpliera su contrato. En caso de causa justificada del cese, por ejemplo, por desatención en sus funciones no tendría derecho a la indemnización o a exigir el cumplimiento del contrato. Eso sí, debe destacarse que la carga de la prueba de que el administrador no ha ejercido correctamente sus funciones, le corresponde a la comunidad de propietarios.
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